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INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO JULIO CÉSAR MORENO 

RIVERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

Los suscritos, integrantes de la LXV Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento 
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, someten a consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto 
por el que se deroga el párrafo octavo del artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente.  

Exposición de Motivos 

Antecedentes 

La figura del arraigo en México se incorporó al sistema penal mexicano con la reforma al 
Código Federal de Procedimientos Penales del 27 de diciembre de 1983,1 como una medida 
preventiva para garantizar la disponibilidad de los acusados durante la investigación 
preliminar y durante el proceso penal. 

Sin embrago, con la reforma del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos del 18 de junio de 2008, esa figura se elevó a rango constitucional en el séptimo 
párrafo de dicho numeral,2 restringiéndola a delitos de delincuencia organizada. 

Siendo el caso que el 7 de noviembre de 2022, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos resolvió en el caso Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México,3 que el Estado debe 
dejar sin efecto en su ordenamiento interno las disposiciones relativas al arraigo de 
naturaleza preprocesal, en los términos de los párrafos 210, 211, 214 a 216, y 218 a 219 de la 
sentencia. 

Los párrafos de referencia disponen lo siguiente: 

 de la Ley Fedeȸal contȸa la Delincuencia א׏ La Coȸte nota ȷue tanto el aȸtículo .׎׏אٹ
Organizada,4 así como en el artículo 133 bis al Código Federal Procesal Penal5 cuentan con 
una redacción distinta a aquella que se encontraba en vigor a la época en que ocurrieron 
los hechos. 
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211. Respecto de los artículos 133 bis al Código Federal Procesal Penal y 12 de la Ley Federal 
contra la Delincuencia Organizada, como fuera mencionado por la Corte en el capítulo 
VIII.1 de Fondo (supra párrafo 170), la Corte advierte que se siguen presentando varias de 
las problemáticas que habían sido reseñadas en el Capítulo de Fondo (supra párrafo 156), a 
saber: a) no permiten que la persona arraigada sea oída por una autoridad judicial antes 
de que se decrete la medida que restringe su libertad personal o su libertad de 
circulación; b) la normatividad aludida no se refiere a los supuestos materiales que se 
deben cumplir para aplicar ese tipo de medidas restrictivas a la libertad personal y a la 
presunción de inocencia, y c) algunos de los objetivos de la medidas restrictivas a la 
libertad no resultan compatibles con las finalidades legítimas para la restricción a la 
libertad personal conforme a la jurisprudencia de esta Corte (puesto que el éxito de la 
investigación, la protección de personas o bienes jurídicos no constituyen finalidades 
legítimas). Del mismo modo, esas mismas problemáticas se reiteraron en la redacción del 
artículo 16 de la Constitución federal.6 

214. De conformidad con lo anterior, si bien es cierto que la normatividad mediante la cual 
se aplicó el arraigo y la prisión preventiva a los hechos del caso ha variado, para esta Corte 
no cabe duda que los aspectos que la hacen incompatible con la Convención Americana, 
según lo señalado supra, persisten en su redacción actual. Esos aspectos son los que 
llevaron a este Tribunal a declarar que las normas que recogen las figuras del arraigo 
(artículos 133 Bis del Código Federal Procesal Penal y 12 de la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada) y de la prisión preventiva (artículo 161 del Código Federal 
Procesal Penal) eran contrarias a la Convención Americana y a la obligación a cargo del 
Estado de adecuar las disposiciones de derecho interno contenida en el artículo 2 de la 
Convención Americana. 

215. La Corte recuerda que el deber general del Estado establecido en el artículo 2 de la 
Convención, incluye la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de 
cualquier naturaleza que impliquen una violación a las garantías previstas en la 
Convención, así como la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a 
la observancia efectiva de dichas garantías.7 

216. Conforme a lo expuesto y en relación con la figura del arraigo como medida de 
naturaleza pre-procesal restrictiva de la libertad con fines investigativos, la Corte entiende 
que la misma resulta incompatible con la Convención Americana, puesto que los 
postulados que definen sus características inherentes no conviven de forma pacífica con 
los derechos a la libertad personal y a la presunción de inocencia. Como consecuencia de 
lo anterior, el Tribunal considera que el Estado deberá dejar sin efecto, en su 
ordenamiento jurídico, la normatividad relacionada con el arraigo como medida de 
naturaleza pre-procesal restrictiva de la libertad para fines investigativos. 
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218. Por otra parte, no sólo la supresión o adecuación de las normas en el derecho interno 
garantizan los derechos contenidos en la convención americana, de conformidad con la 
obligación comprendida en el artículo 2 de dicho instrumento. También se requiere el 
desarrollo de prácticas estatales conducentes a la observancia efectiva de los derechos y 
libertades consagrados en la misma. En consecuencia, la existencia de una norma no 
garantiza por sí misma que su aplicación sea adecuada. Es necesario que la aplicación de 
las normas o su interpretación, en tanto prácticas jurisdiccionales y manifestación del 
orden público estatal, se encuentren ajustadas al mismo fin que persigue el artículo 2 de 
la convención. 

219. De acuerdo con lo expuesto, se recuerda que las autoridades internas, al aplicar las 
figuras del arraigo o de la prisión preventiva, deben ejercer un adecuado control de 
convencionalidad para que las mismas no afecten los derechos contenidos en la 
convención americana de las personas investigadas o procesadas por un delito. Cuando 
un Estado ha ratificado un tratado internacional como la convención americana, todos sus 
órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que los 
efectos de las disposiciones de la convención no se vean mermados por la aplicación de 
normas contrarias a su objeto y fin, por lo que –en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes– las magistraturas y 
órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un control de convencionalidad entre las normas internas y 
la convención americana, y en esta tarea, deben tener en cuenta no solamente el tratado, 
sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana. 

El 27 de enero de 2023 fue notificada al Estado mexicano la sentencia de mérito.8 

Así las cosas, con la presente reforma se pretender dar cumplimiento a lo dispuesto en la 
sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Tzompaxtle 
Tecpile y otros vs. México, además de armonizar el marco jurídico interno con la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

Con el objetivo de exponer de forma clara y concisa el contenido de la presente iniciativa, se 
muestra el siguiente cuadro comparativo: 
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Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de la asamblea el siguiente proyecto 
de 

Decreto por el que se deroga el párrafo octavo del artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se deroga el párrafo octavo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Decreto 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo 16. ... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Se deroga 
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Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más 
personas, para cometer delitos en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley 
de la materia. 

Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho 
horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad 
judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia 
organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal. 

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del 
Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas 
que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe 
limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de 
dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por 
la autoridad que practique la diligencia. 

Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto 
que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de 
forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez valorará el 
alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de 
un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de 
confidencialidad que establezca la ley. 

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la 
ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá 
autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad 
competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, 
el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal no 
podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, 
mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido 
con su defensor. 

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y 
por cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y 
técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los 
derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro 
fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás 
autoridades competentes. 

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. 
Los resultados de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor 
probatorio. 
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La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para 
cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la 
exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las 
disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades 
prescritas para los cateos. 

La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y 
su violación será penada por la ley. 

En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la 
voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán 
exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos que establezca la 
ley marcial correspondiente. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá realizar la armonización legislativa que 
correspondan para dar cumplimiento a lo previsto en el presente decreto, dentro de los 180 
días siguientes a la entrada en vigor del mismo. 

Tercero. Al entrar en vigor el presente decreto, el Ministerio Público deberá poner a 
disposición del Juez de Control correspondiente a las personas que se encuentran en 
arraigo, para que se rresuelva su situación jurídica en términos de lo dispuesto por el Código 
Nacional de Procedimientos Penales. 

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que contravengan el presente decreto. 

Notas 

1 Artículo 133 Bis. Cuando con motivo de una averiguación previa el Ministerio Público 
estime necesario el arraigo del indiciado, tomando en cuenta las características del hecho 
imputado y las circunstancias personales de aquél, recurrirá al órgano jurisdiccional, 
fundando y motivando su petición, para que éste, oyendo al indiciado, resuelva el arraigo 
con vigilancia de la autoridad, que ejercerán el Ministerio Público y sus auxiliares. El arraigo 
se prolongará por el tiempo estrictamente indispensable para la debida integración de la 
averiguación de que se trate, no pudiendo exceder de 30 días, prorrogables por igual 
término a petición del Ministerio Público. El juez resolverá, escuchando al Ministerio Público 
y al arraigado, sobre la subsistencia o el levantamiento del arraigo. Artículo 152 Bis. Cuando 
se haya dictado auto de formal prisión o de sujeción a proceso, en su caso, y ambas partes 
manifiesten en el mismo acto o dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto 
que se conforman con él y que no tienen más pruebas que ofrecer, salvo las conducentes 
sólo a la individualización de la pena o medida de seguridad, y el juez no estime necesario 
practicar otras diligencias. Se procederá conforme a lo previsto en la parte final del artículo 
anterior. 
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2 [...]La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de 
delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de 
lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea 
necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o 
cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este 
plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las 
causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los 
ochenta días. [...] 

3 Puede ser consultada en 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_469_esp.pdf  

4 El artículo 12 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada de 1996 establecía: El 
juez podrá dictar, a solicitud del Ministerio Público de la Federación y tomando en cuenta 
las características del hecho imputado y las circunstancias personales del inculpado, el 
arraigo de éste en el lugar, forma y medios de realización señalados en la solicitud, con 
vigilancia de la autoridad, la que ejercerá el Ministerio Público de la Federación y sus 
auxiliares, mismo que se prolongará por el tiempo estrictamente indispensable para la 
debida integración de la averiguación de que se trate, sin que exceda de noventa días, con 
el objeto de que el afectado participe en la aclaración de los hechos que se le imputan y 
pueda abreviarse el tiempo de arraigo. Por otra parte, la redacción actual del artículo 12 de la 
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada establece que: El juez de control podrá 
decretar el arraigo, a solicitud del Ministerio Público de la Federación, tratándose de los 
delitos previstos en esta ley, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, para 
la protección de personas, de bienes jurídicos o cuando exista riesgo fundado de que el 
imputado se sustraiga de la acción de la justicia. El arraigo no podrá exceder de cuarenta 
días, y se realizará con la vigilancia de la autoridad del agente del Ministerio Público de la 
Federación y la Policía que se encuentre bajo su conducción y mando inmediato en la 
investigación. La duración del arraigo podrá prolongarse siempre y cuando el Ministerio 
Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen, sin que su duración total 
exceda de ochenta días. 
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5 En el artículo 133 Bis al Código Federal Procesal Penal de 1999 se establecía: La autoridad 
judicial podrá, a petición del Ministerio Público, decretar el arraigo domiciliario o imponer la 
prohibición de abandonar una demarcación geográfica sin su autorización, a la persona en 
contra de quien se prepare el ejercicio de la acción penal, siempre y cuando exista el riesgo 
fundado de que se sustraiga a la acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio Público y a 
sus auxiliares vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente cumplido. El 
arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica se 
prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable, no debiendo exceder de treinta 
días naturales, en el caso del arraigo, y de sesenta días naturales, en el de la prohibición de 
abandonar una demarcación geográfica. Cuando el afectado pida que el arraigo o la 
prohibición de abandonar una demarcación geográfica queden sin efecto, la autoridad 
judicial decidirá, escuchando al Ministerio Público y al afectado, si deben o no mantenerse. 
En la redacción actual del artículo 133 Bis del Código Federal Procesal Penal establece: La 
autoridad judicial podrá, a petición del Ministerio Público, decretar el arraigo domiciliario del 
indiciado tratándose de delitos graves, siempre que sea necesario para el éxito de la 
investigación, la protección de personas o bienes jurídicos o cuando exista riesgo fundado 
de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Corresponderá al Ministerio 
Público y a sus auxiliares vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente 
cumplido. El arraigo domiciliario se prolongará por el tiempo estrictamente indispensable, 
no debiendo exceder de cuarenta días. El afectado podrá solicitar que el arraigo quede sin 
efecto, cuando considere que las causas que le dieron origen han desaparecido. En este 
supuesto, la autoridad judicial escuchará al Ministerio Público y al afectado, y resolverá si 
debe o no mantenerse. 

6 En efecto, la sobre arraigo ha sido complementada con posterioridad a los hechos del caso 
por el artículo 16 de la Constitución Federal de México el cual establece lo siguiente (supra 
páȸȸafo ٹ :(8בLa autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de 
delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de 
lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea 
necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o 
cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este 
plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las 
causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los 
ochenta días. [...]ٺ. 

7 Cónfer Caso Durand y Ugarte. Fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C, número 
68, párrafo 137; caso Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 del septiembre de 2004. Serie 
número 112, párrafo 112, y caso La Última Tentación de Cristo (Olmedo Bustos y 
otros) vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 5 de febrero de 2001. Serie C, 
número 73, párrafo 85. 

8 Puede ser consultada en https://www.youtube.com/watch?v=i_U60vjA4Lo. 

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2023. 

Diputado Julio César Moreno Rivera (rúbrica) 


